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Provincia de Buenos Aires

Honorable Cámara de Diputados


PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

Sanciona con fuerza de 

LEY

ARTICULO 1º Modifícase  el ARTICULO 159°: (Texto según Ley 13449) de la Ley 11.922 de Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 159.- (Texto según Ley 13449) Alternativas a la prisión preventiva. Siempre que el peligro de fuga o de entorpecimiento probatorio pudiera razonablemente evitarse por aplicación de otra medida menos gravosa para el imputado, o de alguna técnica o sistema electrónico o computarizado que permita controlar no se excedan los límites impuestos a la libertad locomotiva, el juez de garantías impondrá tales alternativas en lugar de la prisión, sujeta a las circunstancias del caso, pudiendo establecer las condiciones que estime necesarias. 

El imputado según los casos, deberá respetar los límites impuestos, ya sea referidos a una vivienda, o a una zona o región, como así las condiciones que se hubieran estimado necesarias, las que se le deberán notificar debidamente, como así también que su incumplimiento hará cesar la alternativa.

En ningún caso se concederá estas alternativas a quienes encuadren en los supuestos enumerados en el artículo 171º 

ARTICULO 2º Modifícase  el ARTICULO 171°: (Texto según Ley 13449) de la Ley 11.922 de Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires, el que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTICULO 171°: (Texto según Ley 13449) Denegatoria. En ningún caso se concederá la excarcelación cuando hubiere indicios vehementes de que el imputado tratará de eludir la acción de la justicia o entorpecer la investigación. La eventual existencia de estos peligros procesales podrá inferirse de las circunstancias previstas en el artículo 148°.

En ningún caso tampoco se concederá la excarcelación cuando el imputado tuviera antecedentes de condena o estuviera procesado por:

1) Genocidio

2) Homicidio agravado (artículo 80 del Código Penal).

3) Delitos contra la integridad sexual (Título 3 del Código Penal).

4) Privación ilegal de la libertad coactiva seguida de muerte (artículo 142 bis último párrafo, del Código Penal).

5) Tortura seguida de muerte (artículo 144 tercero inciso 2) del Código Penal).

6) Homicidio en ocasión de robo (artículo 165 del Código Penal).

7) Incendio y otros estragos seguidos de muerte (artículo 186 inciso 5) del Código Penal).

ARTICULO 3º Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Visto el cuádruple crimen del matrimonio Mansilla y sus dos hijos menores acaecido en el Partido de Campana de nuestra Provincia de Buenos Aires, entre el día 24 de julio y la madrugada del 26 de julio de este año 2008.

Y considerando que más allá del horror que produce esta masacre, tanto por el número de víctimas como por las morbosas circunstancias de su comisión, tiene especial interés el debate que nuestra sociedad ha abierto, sobre la legislación de la excarcelación y morigeración de las penas privativas de la libertad en nuestro procedimiento penal.

Que dicho debate se ha instalado a partir de comprobarse que el principal sospechoso de la autoría del mismo es Julio Ángel Fernández de 41 años, quien fue condenado en 1991 a 25 años de cárcel por una violación seguida de muerte, por el entonces Juzgado de Instrucción Nº 7 de San Martín.

Que este individuo Fernández al momento de concedérsele el beneficio de la prisión domiciliaria con uso de pulsera magnética “se encontraba en plena etapa de libertad condicional” según informó en conferencia de prensa el propio Sr. Ministro de Justicia, Dr. Ricardo Casal, el día 5-8-2008. (http://www.prensa.gba.gov.ar/nota.php?idnoticia=1488)

Que anteriormente, ya el día 2-8-2008 el Sr. Ministro Casal informó a la prensa “que el pasado 24 de julio Ángel Fernández, uno de los principales sospechosos por el crimen de la familia Mansilla, se quitó la pulsera magnética que le fue colocada por gozar de arresto domiciliario, y el responsable técnico de monitorear esta situación "no informó" a las autoridades”. Según consta en la versión digital del Diario Clarín del 2 de agosto de 2008 (http://www.clarin.com/diario/2008/08/02/um/m-01728747.htm) 

Que asimismo en las mismas declaraciones a los medios de comunicación el Sr. Ministro dejó constancia de haber relevado a la persona del Servicio Penitenciario que tenía la función técnica de seguimiento de aquellos que tienen pulseras magnéticas y que al mismo tiempo había ordenado la revisión física de las 300 personas detenidas con pulsera, procedimiento que se realizaría durante ese fin de semana.

Que el Sr. Ministro en diálogo con el canal televisivo Todo Noticias (TN), afirmó que el Gobierno Provincial “no está de acuerdo con el arresto domiciliario de personas que hayan cometido delitos graves”. Incluso emitió juicio sobre esta decisión judicial al decir que "Una persona con una condena de violación seguida de homicidio que goce de arresto domiciliario es muy criticable. Tiene que estar dirigido a otro tipo de persona".

Que esta opinión del Poder Ejecutivo es coincidente con el repudio generalizado por parte de la sociedad a la decisión judicial de haberle otorgado a esta persona con semejantes antecedentes el beneficio de la prisión domiciliaria. 

Que en el mismo sentido debe expresarse esta Honorable Cámara nos sólo receptando la condena social a la desatinada concesión del beneficio, sino yendo más allá dentro del específico ámbito de su competencia y aclarar la posible poca claridad de la norma que diera origen a esta funesta interpretación judicial.
Que asimismo por propias declaraciones del mismo Sr. Ministro en conferencia de prensa desde esta ciudad de La Plata nos enteramos que existen otros veintidós (22) casos con prisión domiciliaria, acusados de delitos gravísimos. Catorce (14) de ellos son violadores, tres (3) homicidas en ocasión de robo, un (1) doble homicida, un (1) hombre acusado de tormento seguido de muerte y otras tres (3) causas de promoción de la prostitución.

Que no es materia del Poder Ejecutivo revisar las decisiones judiciales y por lo tanto el Sr. Ministro ha dejado claro en sus manifestaciones periodísticas que “resolvió sugerirle a cada uno de los jueces intervinientes que se revoquen las medidas dado que por la calificación de los delitos por los que se los investiga o por los que están detenidos o condenados, no existe garantía para la seguridad jurídica”

Que este Honorable cuerpo no puede dejar de reconocer que es su principal tarea la de brindar la mayor claridad en las leyes para evitar que las interpretaciones judiciales de las mismas generen una aplicación diametralmente opuestas a la voluntad del legislador al sancionarla. 

Que surge necesario dejar expreso y taxativo en la legislación vigente en qué casos no deberá permitirse la prisión domiciliaria, para evitar que la discrecionalidad judicial resuelva el vacío de la norma en cuestión. 

Que apuntamos a subsanar un vacío legal y no adentrarnos en discusiones garantistas ni antigarantistas.

Que con respecto al uso de la pulsera magnética, no debe verse en la implementación de la misma un método garantista ya que al decir del Sr. Juez de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Dr. Eugenio Zaffaroni  “es en principio degradante, porque es una moderna forma de cadena con bola de hierro. En algún momento el Consejo de Europa lo consideró violatorio de derechos humanos.” (Opinión en Crítica Digital del 2-8-08)

 http://www.criticadigital.com/index.php?secc=nota&nid=8441. 

Que no obstante la autora del presente proyecto es partidaria de la implementación de monitoreo electrónico, en casos de razones humanitarias, valetudinarios, discapacitados, enfermos terminales, mujeres embarazadas y/o con hijos a cargo menores de 6 años de edad.
Que sin embargo la posibilidad de conceder dicho derecho al imputado debe resultar de un análisis concienzudo y estricto por parte del Juez de Garantías, con todos los recursos auxiliares que tiene a su disposición, que garantice la seguridad tanto jurídica como la misma seguridad pública.

Que a raíz del hecho analizado y el debate que la sociedad está dando en este sentido sobre la oportunidad y circunstancias que habiliten las excarcelaciones o morigeraciones y la libre y hasta arbitraria interpretación que dan los jueces para conceder dichos derechos a los imputados, nos obliga a expedirnos sobre  “alternativas a la prisión preventiva” del artículo 159 y la “denegatoria” del artículo 171º del Código de Procedimientos Penal.

Que en su actual redacción producto de la Ley 13.449 que fuera promulgada el 14-3-2006 excluye importantes supuestos de restricción a la libertad durante el proceso que su anterior redacción dispuesta por las leyes 13.177 y 13.183 si incluían, en forma de nómina de varios supuestos por los cuales debía denegarse dicha excarcelación.

Que es doctrina aceptada que el principio sustentado, desde la sanción de este código es que el imputado debe permanecer en libertad durante el proceso, en consonancia como claramente lo expresa el artículo 144 del propio Código de Procedimiento Penal y corroborado en el mismísimo artículo 1º del mismo Código, tanto como en su artículo 3.

Que ello está en directa relación con la presunción de inocencia de rango constitucional nacional consagrado en el artículo 18 y los pactos internacionales que la integran, consagrado en el artículo 75 inc. 22, que se incorporan a partir de la reforma constitucional de 1994, como la Convención Americana sobre Derechos Humanos en sus artículos 7-5 y 8-2.

Que inclusive la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha expedido sobre que la libertad sólo puede coartarse en tanto se comprueben peligros procesales y éstos deben estar suficientemente justificados.

Que debe entenderse entonces el peligro procesal como el entorpecimiento de la investigación y el peligro de fuga, normado en el artículo 148º del Código de Procedimiento Penal de la Ley 11.922, según texto de la ley 13.449.

Que existe doctrina mayoritaria sobre el criterio de que la Constitución Nacional no tolera la clasificación de “delitos inexcarcelables” y que la amenaza de pena en expectativa, como la posibilidad de tener en cuenta la gravedad del hecho imputado si bien podrían justificar la existencia de peligro procesal, no eximen a los jueces de comprobar tal extremo en cada caso.
Que por lo tanto, todo conduce a interpretar de manera restrictiva cualquier disposición tendiente a coartar la libertar personal del imputado, como lo establece expresamente el artículo 3º de Código de Procedimiento Penal en cuestión.

Que ya es público por haber sido anunciado por gacetilla de prensa de la Secretaría de medios el día 11-08-08, que el Sr. Gobernador Scioli incorporará al proyecto de reforma del Código de Procedimiento Penal, cuya segunda ronda está próxima a ser lanzada, medidas restrictivas a los beneficios extraordinarios como excarcelación extraordinaria o morigeración de la pena en los casos de delitos gravísimos. 

Que la revisión y la reforma del Código de Procedimiento Penal sin duda llevará un largo tiempo que incluso podría superar el actual período de sesiones ordinarias de esta H. Cámara.

Que a los efectos de evitar la repetición de discrecionalidades que como la del caso que nos ocupa puedan causar daños irreparables es que este H. Cuerpo debe legislar en el plazo más perentorio la norma restrictiva a estas excarcelaciones y/o morigeraciones cuando se trate de individuos cuyos antecedentes nos remitan a delitos graves o gravísimos.

Que no sería la primera vez en este período de sesiones que este H. Cuerpo trate en forma parcial temas referidos al procedimiento penal en nuestra Provincia, recordemos la Ley de Flagrancia que nos fuera remitida por el Poder Ejecutivo y a su solicitud le dimos urgente tratamiento y que el 27 de febrero de este año quedó sancionada bajo el Nº 13.811.

Que es probable que la ley que sancionaremos pueda tener una vida corta en cuanto a su aplicación y pueda ser corregida y mejorada por la sanción completa de la ya anunciada reforma del Código de Procedimientos en su conjunto, pero igualmente amerita su sanción el supremo interés de evitar, como ya hemos dicho, que el claroscuro de la norma vigente amerite interpretaciones judiciales que den como resultado aberraciones como es el caso ya mencionado.

Que al efecto deberían detallarse los supuestos por los cuales debería denegarse la excarcelación agregando dicha enumeración taxativa en el artículo 171 de Código de Procedimiento Penal, para que sea aplicable también a las “alternativas a la prisión preventiva” del artículo 159º del mismo código de rito, que norma incluso el uso del monitoreo electrónico, que se instrumenta mediante la pulsera electrónica, sobre la que ya nos expedimos ut supra.

 Que bien puede tomarse como antecedente aceptable las disposiciones que rigen para limitar el beneficio al ingreso al régimen abierto y las salidas transitorias de los condenados que la Ley 12.256 de Ejecución Penal Bonaerense establece en su artículo 100º, (Texto según Ley 13177) para que los Jueces de Ejecución o Jueces Competentes lo autoricen.
Que tales supuestos no limitarían el principio consagrado de libertad del imputado durante el proceso ya que por su misma caracterización de delitos gravísimos y aberrantes constituirían el supuesto también consagrado en doctrina de peligro procesal debidamente justificado.  

Que la ley 12.256 también se aplica a los procesados cuando del tratamiento de su excarcelación se tratare y la misma se encuentra en vigencia y participa de los mismos principios doctrinarios que el actual Código de Procedimiento Penal, por lo cual no sería contradictorio dentro del marco normativo general en esta materia, aplicar los mismos criterios restrictivos a la libertad que esta ley establece para los condenados.

Que a fuerza de ser coherentes con las circunstancias históricas que atravesamos, no podemos dejar de contemplar que a partir de las condenas a los represores Miguel Angel Etchecolatz, Christian Von Wernich y Luciano Benjamín Menéndez, tanto como el caso del centro Arsenal Miguel de Azcuénaga en Tucumán, han puesto en vigencia el delito de genocidio.
Que a la enumeración del artículo 100º de la ley 12.256 habría que agregar el delito antes mencionado de genocidio. Los mismos serían:

1) Genocidio

2) Homicidio agravado (artículo 80 del Código Penal).

3) Delitos contra la integridad sexual (Título 3 del Código Penal).

4) Privación ilegal de la libertad coactiva seguida de muerte (artículo 142 bis último párrafo, del Código Penal).

5) Tortura seguida de muerte (artículo 144 tercero inciso 2) del Código Penal).

6) Homicidio en ocasión de robo (artículo 165 del Código Penal).

7) Incendio y otros estragos seguidos de muerte (artículo 186 inciso 5) del Código Penal).

Que con el agregado de dicha enumeración deberían modificarse los artículos 159º y 171º del Código de Procedimiento Penal de la Provincia de Buenos Aires.
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